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Resumen  
La presente investigación, tiene como objetivo principal analizar los argumentos 
procesales desde la perspectiva del derecho penal, que hacen posible la aplicación de la 
conciliación como mecanismo alternativo de solución de conflictos en los delitos de 
inasistencia alimentaria en Colombia, con el fin de otorgar celeridad al procedimiento penal 
y que la protección al bien jurídico tutelado sea mucho más eficiente.  
Para lo anterior, se abordarán los siguientes ítems, en primer lugar, la definición de 
conciliación como mecanismo alternativo de solución de conflictos, en segundo lugar, el 
tratamiento de la conciliación en el derecho procesal penal, en tercer lugar, el delito de 
inasistencia alimentaria en Colombia, a través de un análisis de algunos fallos proferidos por 
jueces penales, y por último, se analizará la eficiencia de la aplicación de la conciliación en 
los delitos de inasistencia alimentaria, determinando la viabilidad de su aplicación en el 
derecho procesal penal colombiano. 
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The main objective of the present investigation is to analyze the procedural arguments 
from the perspective of criminal law, which make possible the application of conciliation as 
an alternative mechanism for conflict resolution in food non-attendance crimes in Colombia, 
in order to grant speed to the criminal procedure and that the protection of the protected legal 
asset is much more efficient. 
For the above, the following items will be addressed, firstly, the definition of 
conciliation as an alternative mechanism for conflict resolution, secondly, the treatment of 
conciliation in criminal procedural law, thirdly, the crime of food non-attendance In 
Colombia, through an analysis of some rulings issued by criminal judges, and finally, the 
efficiency of the application of conciliation in crimes of food non-attendance will be 
analyzed, determining the viability of its application in Colombian criminal procedural law. 
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Introducción 
En Colombia, el delito de inasistencia alimentaria buscar proteger el bien 
jurídicamente tutelado de la protección a la familia, teniendo como objetivo sancionar a quien 
no cumpla con la obligación legal de dar alimentos para garantizar la subsistencia de quien 
no puede realizarlo solo. En el mismo sentido, la figura de la conciliación se ha considerado 
como un mecanismo alternativo de solución de conflictos que es aplicada en diferentes 
procesos judiciales, con el fin de establecer un acuerdo entre las partes y precaver un litigio 
que genere desgaste procesal. 
Teniendo en cuenta que 
la negociación en el proceso penal sólo puede legitimarse en los delitos en los 
que ese grado de pena no es preventivamente necesario y por tanto, las 
partes están legitimadas en función de la prevención especial u otros 
criterios jurídico-penales a poner fin al conflicto jurídico-penal 
mediante un acuerdo (Herrera 2016, p, 252). 
 es relevante desde el derecho procesal penal, aclarar cuáles son las condiciones que 
posibilitan la utilización de mecanismos alternativos de la resolución de conflictos como la 
conciliación, no solo para descongestionar los despachos judiciales sino también, para 
realizar un ejercicio del derecho desde una perspectiva de la justicia restaurativa.  
En Colombia, el incumplimiento de la obligación alimentaria permite acudir a dos 
tipos de procesos judiciales que no son excluyentes entre sí: el penal por el delito de 
inasistencia alimentaria y el civil ejecutivo de cobro de las cuotas de alimentos en mora 
(Bernal & La Rota, 2012, p. 12). Por lo anterior es relevante estudiar desde el derecho 
procesal penal los aspectos que se tienen en cuenta para que 
 la mediación sea un mecanismo alternativo al proceso penal por medio del 
cual un tercero neutral, trata de permitir el intercambio de opiniones 
entre víctima y el imputado o acusado para que confronten sus puntos 
de vista y, con su ayuda, logren solucionar el conflicto originado con 
el delito (Márquez, 212, p. 149).  
De acuerdo con González-Ballesteros cumplir las garantías de un debido proceso 
haciendo uso de la conciliación en el delito de inasistencia alimentaria implica analizar que 
la participación del ofensor es libre y voluntaria en el procedimiento y además, este debe 
siempre tener la posibilidad de abandonar este procedimiento y volver al tradicional si lo 
estima conveniente (2009, p 189). Por lo anterior resulta plantear el siguiente problema de 
investigación ¿Cuáles son los elementos del derecho procesal penal que hacen posible la 
conciliación en el delito de inasistencia alimentaria en Colombia? 
1. La conciliación como mecanismo alternativo de solución de conflictos 
 
1.1. Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos - MASC 
En torno al aspecto de justicia, se han establecido unos mecanismos judiciales y 
extrajudiciales con el objeto de salvaguardar o materializar un derecho. La congestión 
judicial en los despachos en Colombia, es realmente preocupante, pues no existen la cantidad 
suficiente de funcionarios ni de lugares físicos para atender todos los casos en las diferentes 
ramas del Derecho. Con el objeto de realizar una efectiva descongestión judicial, y evitar que 
los ciudadanos ante cualquier problema que implique acercarse a la Rama Judicial, lo hagan 
de inmediato, se crearon una serie de mecanismos que en algunos casos es de obligatoria 
utilización antes de iniciar un proceso judicial.  
Los anteriores mecanismos, son denominados mecanismos alternativos de solución 
de conflictos - MASC, y definidos como “una alternativa de justicia formal, que resuelven 
de manera idónea las controversias que se puedan generar entre las partes” (Cabana,  2017, 
p.9). En términos generales, cualquier persona puede utilizar estos mecanismos, o en 
ocasiones, estos resultan ser obligatorios, como resulta en el caso de la conciliación que en 
algunos procesos civiles o penales, resulta necesario agotar este requisito y posteriormente, 
sí el mismo fracasa, es posible acceder a la jurisdicción. Por otro lado, también pueden ser 
obligatorios verbigracia, cuando en un contrato comercial pactan una cláusula 
compromisoria, la cual establece que cualquier controversia generada entre las partes, será 
obligación acudir a un Tribunal de Arbitramento como una jurisdicción particular y especial.  
Los MASC se clasifican en dos categorías importantes, por un lado, 
autocompositivos, en los que las partes acuden por voluntad propia (Ibídem) y pueden valerse 
de terceros como facilitadores para que coadyuven al acuerdo, por ejemplo, la transacción, 
la conciliación, mediación y amigable composición; y por otro lado, heterocompositivos,  “en 
los que interviene una autoridad legítima que da una solución a una controversia y da una 
oportunidad de defensa a las partes” (Junco, 2002, p.55), entre los que puede distinguirse 
propiamente el arbitraje, en el que un tercero que funge como juez en una jurisdicción 
particular, resuelve el conflicto.  
1.2. La conciliación 
Ahora bien, para el caso que nos ocupa, es relevante hacer referencia a la conciliación, 
que ha sido definido como “un mecanismo de solución de conflictos por excelencia y 
actualmente el más utilizado por la sociedad colombiana, en el que un tercero imparcial 
propone una solución a las partes” (Cabana, 2017, p. 15), sin embargo, este tercero no tiene 
la facultad de fallar ni decidir la controversia en cuestión, simplemente tiene la potestad de 
persuadir a las partes para que lleguen al mejor arreglo posible.  
 De acuerdo con el estudio realizado por la Cámara de Comercio de Bogotá en el año 
2015, se reseña que 
 el concepto de conciliación en Colombia tiene las siguientes características: 
(i) la existencia de un conflicto entre partes, que de acuerdo con lo 
establecido por la Corte Constitucional, debe ser jurídico; (ii) es un 
mecanismo autocompositivo, porque su finalidad es que se le dé 
solución a ese conflicto por el acercamiento entre las partes 
involucradas en el mismo, en ejercicio de su autonomía; (iii) la 
presencia de un tercero neutral, denominado conciliador, que 
contribuye a lograr el objetivo y, (iv) el acuerdo al que llegan las partes 
se constituye en una fuente de obligaciones jurídicas entre 
ellas.(Cámara de Comercio de Bogotá, 2015). 
En caso de que las partes lleguen a un acuerdo, será plasmado en lo que se denomina 
como Acta de Conciliación, que funge como un documento probatorio para demostrar ante 
la jurisdicción ordinaria que ya se agotó este requisito cuando sea obligatorio.  
A su vez,  
la Ley 640 de 2001 en su artículo 3 plantea que la conciliación es la 
participación de un tercero neutral que pretende lograr un 
entendimiento entre las partes en conflicto, propiciando recíprocas 
concesiones para llegar a un acuerdo razonable y equitativo para 
ambas. Se puede presentar de dos maneras; antes por fuera de un juicio 
a lo que corresponde el nombre de conciliación extrajudicial, y por otra 
parte la conciliación judicial, la que es llevada a cabo dentro de los 
procesos judiciales y se práctica en la primera audiencia (Carmona y 
Tobón, 2017, p.22).  
La conciliación se utiliza como instrumento en diferentes Ramas del Derecho, por 
ejemplo, en materia civil, y siguiendo el artículo 38 de la Ley 640 de 2001, en los procesos 
declarativos es indispensable el agotar el requisito de procedibilidad, a excepción de los de 
expropiación y los divisorios, verbigracia, un proceso de responsabilidad civil contractual o 
extracontractual. En materia contencioso administrativo, la conciliación debe utilizarse 
cuando se pretenda iniciar alguna de las acciones de nulidad y restablecimiento del Derecho, 
acción de reparación directa y acción de repetición, sin embargo, se exceptúan de la 
conciliación los asuntos tributarios.  
En materia laboral, “la conciliación tiene por objeto poner fin a una controversia 
suscitada entre empleadores o patronos y trabajadores, mediante un acuerdo que satisfaga las 
necesidades de las partes” (Sepúlveda, 2015, p.79), aún así son conciliables los asuntos que 
puedan transigirse, desistirse y conciliarse, y por ello, debe hacerse referencia a los derechos 
ciertos e indiscutibles y los derechos inciertos y discutibles que se derivan de una relación 
laboral, siendo los primeros el salario y las prestaciones sociales, y los segundos, las 
indemnizaciones por despido injustificado, por no consignación de cesantías, por mora en el 
pago de la liquidación, en este sentido, los derechos ciertos e indiscutibles no son susceptibles 
de ser conciliados, pero los inciertos indiscutibles si pueden ser objeto de conciliación entre 
trabajador y empleador.  
Ahora bien, en asuntos de familia la Ley 640 de 2001 ha enlistado aquellos que tienen 
como requisito de procedibilidad la conciliación, esto es: 
1. Controversias sobre la custodia y el régimen de visitas sobre menores e 
incapaces.  
2. Asuntos relacionados con las obligaciones alimentarias.  
3. Declaración de la unión marital de hecho, su disolución y la liquidación de 
la sociedad patrimonial.  
4. Rescisión de la partición en las sucesiones y en las liquidaciones de 
sociedad conyugal o de sociedad patrimonial entre compañeros 
permanentes. 
 5. Conflictos sobre capitulaciones matrimoniales.  
6. Controversias entre cónyuges sobre la dirección conjunta del hogar y entre 
padres sobre el ejercicio de la autoridad paterna o la patria potestad.  
7. Separación de bienes y de cuerpos (Ley No. 640 de 2001, Art. 40). 
En este sentido, debe tenerse presente que la conciliación extrajudicial, deberá 
intentarse previamente a la iniciación del proceso judicial en asuntos relacionados con las 
obligaciones alimentarias, en lo que tiene que ver con la jurisdicción en materia de familia.  
Por otro lado, la conciliación también se realiza en materia penal, lo cual se analizará 
en el acápite siguiente.  
 
 
2. La conciliación en el Derecho Procesal Penal 
La conciliación es un método de negociación que puede utilizarse en esta rama del 
Derecho, en ocasiones ha tenido ciertas críticas así como acogida por varios doctrinantes, sin 
embargo, muchos se han inclinado a que  
las negociaciones entre el detentador de la acción penal y el procesado son 
ajenas a un procedimiento de verdad acusatorio, pues se conculcan las 
garantías fundamentales del individuo, en el que el investigado pueda 
ejercer su derecho de defensa, amparado en su presunción de inocencia 
y pudiendo alegar las pruebas, en este sentido, las negociaciones serían 
la antinomia del justo proceso por cuando se asemejan más a prácticas 
propias del sistema inquisitivo (Ferrajoli, 2005, p.748).   
La naturaleza de la conciliación en materia penal, tiene un carácter diferente al de las 
demás ramas del derecho, pues pretende restaurar el daño causado a la víctima por el perjuicio 
cometido. A nivel internacional, la Organización de las Naciones Unidas ha indicado que la 
conciliación es la materialización de la justicia restaurativa en el sentido en que  
por proceso restaurativo se entiende todo proceso en el que las víctimas, el 
delincuente y, cuando proceda, cualesquiera otras personas o 
miembros de la comunidad afectada por un delito participen 
conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 
derivadas del delito, por lo general con la ayuda de un facilitador 
(Organización de las Naciones Unidas, 2002). 
Sin embargo, no en todas las conductas punibles se admite la conciliación como 
mecanismo alternativo de solución de conflictos, pues el mismo estatuto procesal penal (Ley 
906 de 2004) indica en su artículo 41 permite su aplicación en “aquellos delitos que admitan 
desistimiento o indemnización integral”, que principalmente son los querellables “aquellos 
que por su naturaleza jurídica exige que sea el sujeto pasivo quien determina sí dispone o no 
de la acción penal” (Corte Constitucional, Sentencia C-425 de 2008).  
Expresamente, los delitos que pueden ser conciliados se encuentran regulados en el 
artículo 74 de la Ley 906 de 2004: 
Inducción o ayuda al suicidio, lesiones personales sin secuelas que produjeren 
incapacidad para trabajar o enfermedad sin exceder de sesenta (60) 
días, lesiones personales con deformidad física transitoria, lesiones 
personales con perturbación funcional transitoria, parto o aborto 
preterintencional, lesiones personales culposas, omisión de socorro, 
violación a la libertad religiosa, injuria, calumnia, injuria y calumnia 
indirecta, injuria por vías de hecho, injurias recíprocas, violencia 
intrafamiliar, maltrato mediante restricción a la libertad física, 
inasistencia alimentaria, malversación y dilapidación de los bienes de 
familiares, hurto simple cuya cuantía no exceda de ciento cincuenta 
(150) salarios mínimos mensuales legales vigentes, alteración, 
desfiguración y suplantación de marcas de ganado, estafa cuya cuantía 
no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales 
vigentes, emisión y transferencia ilegal de cheques, abuso de 
confianza, aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito, alzamiento 
de bienes, disposición de bien propio gravado con prenda, 
defraudación de fluidos, acceso ilegal de los servicios de 
telecomunicaciones, malversación y dilapidación de bienes, 
usurpación de tierras, de aguas, invasión de tierras o edificios, 
perturbación de la posesión sobre inmuebles, daño en bien ajeno, usura 
y recargo de ventas a plazo, falsa auto acusación, e infidelidad a los 
deberes profesionales (Ley No. 906 de 2004, Art. 74). 
Ahora bien, en lo que respecta específicamente al proceso penal,  se ha indicado que 
pueden distinguirse tres clases de conciliación, preprocesal, procesal y extraprocesal a saber: 
la conciliación preprocesal, se intenta por parte del funcionario en la 
resolución de apertura de instrucción, la segunda se puede intentar a 
solicitud de los sujetos procesales, ante el funcionario o el juez de 
conocimiento, antes de proferirse sentencia de primera instancia, y la 
tercera, es la que se realiza ante centros de conciliación oficialmente 
reconocido o ante un juez de paz (Becerra, 2009, p. 171).  
Cualquiera de las conciliaciones anteriormente enunciadas, tienen por objeto resarcir 
a la víctima y extinguir la acción penal. Un ejemplo claro de una conciliación procesal, es el 
indicado en el artículo 103 de la Ley 906 de 2004, que hace referencia al incidente de 
reparación integral traducido en el pago de una suma de dinero por parte del declarado 
penalmente responsable, siempre que la víctima, el fiscal o el Ministerio Público lo soliciten 
expresamente en la audiencia en la que el juez emita el sentido del fallo, en este sentido, el 
juez ofrecerá la posibilidad de una conciliación entre las partes, y sí llega a prosperar, emitirá 
una sentencia anticipada, para que se materialice la justicia restaurativa entendida como el  
proceso en que la víctima, el delincuente y cualesquiera otras personas o 
miembros de la comunidad afectados por un delito, participen 
conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 
derivadas del delito, por lo general con la ayuda de un facilitador 
(Naciones Unidas, 2002, p.6).  
En el mismo Código de Procedimiento Penal, puede encontrarse que la conciliación 
se materializa en la disposición normativa que contempla la justicia restaurativa consagrada 
en el artículo 518, que como ya se indicó, tiene por objeto que mediante el acuerdo al que 
lleguen las partes y con la ayuda de un facilitador, se pueda resarcir el daño que el sujeto 
activo le causo a la víctima, a través de una reparación integral. Por otro lado, algunos pueden 
establecer que la figura de la mediación del artículo 523 de la Ley 906 de 2004 puede ser una 
especie de conciliación, sin embargo, a pesar de encontrarse en la misma categoría de los 
MASC, son de diferente especie, pues la conciliación pretende la intervención de un tercero 
para resolver el conflicto suscitado, mientras que la mediación pretende que un tercero 
imparcial permita el intercambio de razones entre víctima e imputado para la resolución del 
conflicto, “el experto en mediación y negociación, ayuda a las partes a negociar un acuerdo 
beneficioso para ambos”(Malaret, 2003, p.89), y tiene como finalidad excluir el ejercicio de 
la acción civil derivada del incidente de reparación integral.  
En términos prácticos lo que realiza un mediador no tiene la facultad de imponer una 
solución específica, sino de identificar las necesidades que tienen las partes y cuáles podrían 
unirse para llegar a un acuerdo que puede referirse a la reparación del daño causado por el 
sujeto activo de la conducta, la abstención de la misma y la prestación de servicios a la 
comunidad (Mazo, 2013).  
La mediación penal puede realizarse oportunamente en los términos que indica el 
Artículo 524 de la Ley 906 de 2004, y depende de la pena, sí no excede de cinco años y la 
víctima, imputado o acusado aceptan expresamente, podrá realizarse desde la formulación de 
la imputación y hasta antes del inicio del juicio oral para los delitos de oficio, sí la pena 
supera los cinco años, la mediación otorgará beneficios en la dosificación de la pena o el 
purgamiento de la sanción (Lobo, 2016).  
3. Delito de Inasistencia Alimentaria  
Antes de abordar el delito de inasistencia alimentaria, es necesario indicar qué se 
pretende proteger a través de esta conducta sancionable, y para ello, debe hacerse referencia 
al derecho a la familia contemplado en el artículo 42 de la Constitución Política de 1991, el 
cual comprende que quienes pretenden conformar una familia  
tienen los mismos derechos y obligaciones para con sus descendientes 
en el sostenimiento, el auxilio, la protección, el amparo, la alimentación 
equilibrada, la salud, la seguridad social, la educación, la culta y la recreación, 
con el fin de garantizar el desarrollo armónico e integral de los menores 
(Patiño, 2015, p.8).  
En el mismo sentido, es viable analizar la disposición contenida en el artículo 44 de 
la Carta Política, al establecer como derecho fundamental el interés superior del menor que 
también está regulado en disposiciones internacionales mediante tratados internacionales que 
han sido ratificados por Colombia, dentro del mismo, se establecen unas garantías 
constitucionales como la protección y la asistencia de los niños, niñas y adolescentes que 
están a cargo de los padres y del Estado; dentro de esta asistencia, se puede clasificar la 
obligación de dar alimentos, la cual es adquirida por el solo hecho de concebir al menor. A 
su vez, la Corte Constitucional colombiana ha indicado que la obligación alimentaria consta 
de las siguientes características:  
1. Su especificidad radica en su fundamento y finalidad, pues 
aparece en el marco del deber de solidaridad que une a los miembros más 
cercanos de una familia y tiene por finalidad la subsistencia de los 
beneficiarios.  
2. El deber de asistencia alimentaria se establece sobre la 
necesidad del beneficiario y la capacidad del obligado. 
3. La obligación de dar alimentos y los derechos que surgen de 
ella, tienen unos medios de protección efectiva, pues el ordenamiento jurídico 
contiene normas relacionadas con los titulares del derecho, las clases de 
alimentos, las reglas para tasarlos, las vías judiciales para solicitarlos (Corte 
Constitucional, Sentencia C-727 de 2015). 
La obligación alimentaria resulta de gran importancia que incluso se encuentra 
protegida por instrumentos internacionales, pues en el año 1956 la Organización de las 
Naciones Unidas expidió la Convención de las Naciones Unidas sobre obtención de 
alimentos en el extranjero suscrita en Nueva York, teniendo como finalidad la obtención de 
alimentos por parte de quién así lo requiera, de otra que está obligado a concederlos, cuando 
una y la otra viven en países diferentes, esta disposición fue ratificada por Colombia. No 
obstante, también existen otros tratados internacionales como el Convenio sobre la ley 
aplicable a las obligaciones alimenticias respecto de menores (24 de octubre de 1956),  
Convenio sobre reconocimiento y ejecución de decisiones en materia de obligaciones 
alimenticias (15 de abril de 1958), Convenio sobre reconocimiento y ejecución de 
resoluciones relativas a las obligaciones alimenticias (2 de octubre de 1973) y el Convenio 
de la Haya del 2 de Octubre de 1973 sobre Ley Aplicable a las Obligaciones Alimenticias; 
no obstante, Colombia no ha ratificado ninguna de estas convenciones por lo que no son de 
obligatorio cumplimiento para el Estado (Monroy, 2011). 
En lo que refiere al sistema interamericano, el instrumento internacional hito en 
materia de alimentos es la Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias – 
CIOA como resultado de la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado de la Organización de Estados Americanos -OEA, celebrada el 15 de 
julio de 1989, la cual entró en vigor en Colombia mediante la Ley 449 del 4 de Agosto de 
1998 (Lafont, 2007).  
Ahora bien, en cuanto a los alimentos, el Código Civil colombiano indica que existen 
dos clases, por un lado, alimentos necesarios que son destinados a cubrir el alimento básico 
y la educación, y por otro lado, los elementos congruos que son aquellos que deben 
proporcionarse al alimentado de acuerdo a su contexto socioeconómico.  
En este sentido, se puede determinar que el bien jurídico que protege este delito, es la 
familia, pero a la vez pretende proteger el derecho a los alimentos caracterizado como 
personalísimo, inalienable, de orden público, irrenunciable, inembargable, imprescriptible, 
transable y conciliable (Patiño, 2015).  
Ahora bien, en el Código Penal, artículo 233 puede vislumbrarse el delito en estos 
términos:  
El que sustraiga sin justa causa a la prestación de alimentos legalmente 
debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, 
cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en prisión 
de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto 
treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.  
La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses y multa 
de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes cuando la inasistencia alimentaria se 
cometa contra un menor. (Código Penal, 2004, Art.233) 
De la anterior conducta típica, antijurídica y culpable, se indica que lo que se pretende 
reprochar es el incumplimiento que tiene el obligado alimentante a suministrarlos y es 
sumamente importante que se tenga en cuenta que no exista una causa que permita su 
incumplimiento; de igual manera, se evidencia que no comprende simplemente las relaciones 
entre padres e hijos, sino que también se prevé este incumplimiento de los hijos a los padres, 
independientemente del parentesco consanguíneo o legal que tengan, así como la relación 
entre cónyuges derivado de un matrimonio, o entre compañeros permanentes derivado de una 
unión marital de hecho, por lo que el sujeto activo de la conducta puede ser padre, hijo, 
compañero/a permanente o cónyuge.  
El delito de inasistencia alimentaria, tuvo un cambio sustancial a partir de la Ley 1542 
de 2012 que reformó el artículo 74 de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal), 
teniendo como objeto para el tema aquí analizado, eliminar el carácter de querellables y 
desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria, lo cual sustrae 
del ordenamiento jurídico colombiano, que puedan ser conciliables. El motivo de esta 
reforma fue procurar por la protección efectiva del interés superior del menor, pues “la 
querella como condición de procesabilidad de los delitos que se cometan contra menores, 
frustra el principio de prevalencia de los derechos y la garantía en la que reposa” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-022 de 2015).  
No obstante, la modificación de este delito ha generado que se enfrenten argumentos 
a favor y en contra en torno al cumplimiento de la obligación sustancial que es la de dar 
alimentos a quien tiene el derecho inalienable; entre los argumentos a favor se tienen:  
la necesidad de proteger bienes jurídicos como la unidad familiar o la 
solidaridad, la ineficacia de las acciones de tipo civil para enfrentar la 
inasistencia, la importancia de mantener penalizada la inasistencia en 
razón de sus graves efectos sociales en el largo plazo y el alto número 
de procesos judiciales por inasistencia demuestra la eficacia del tipo 
penal (Bernal y La Rota, 2012, p.20-21). 
Y como argumentos en contra, se ha mencionado la dificultad de cumplir con la 
obligación alimentaria, es decir, debido a que su incumplimiento genera la privación de la 
libertad del obligado, se hace imposible que pueda emplearse o devengar algún tipo de 
erogación económica, lo cual puede excusarse en la incapacidad de hacer lo imposible 
(Moya, 2008).  Aunado a esto, se encuentra también el hacinamiento carcelario, pues esta 
situación “trae consigo una revictimización, no sólo de la víctima que no cuenta con la 
asistencia alimentaria requerida, sino también el procesado puede ser una víctima respecto 
de los daños que sufre con la penal y el hacinamiento” (Cifuentes, 2016, p.29), siendo una 
pena ineficiente y mal ejecutada.  
Por último, también se reconoce como argumento en contra que el delito de 
inasistencia alimentaria desconoce el principio de mínima intervención, “al existir otras 
jurisdicciones con mecanismos alternativos de solución de conflictos (MASC) y 
disposiciones legales que buscan el cumplimiento de las obligaciones alimentarias” (Acosta, 
2019, p.14), lo cual quiere decir que a través del derecho civil sería posible hacer efectivo el 
pago de la obligación alimentaria, pues existe un proceso judicial específico que ha sido 
denominado como Proceso de Alimentos, en el cual se puede embargar y secuestrar los 
bienes de quien incumple, y en caso de que no cumpla, el demandante podría pagarse con 
ellos. Asimismo, en este proceso se puede solicitar el embargo del salario que perciba el 
demandado y cobrarlos en títulos judiciales que reposan en el Banco Agrario de Colombia.   
4. Análisis jurisprudencial de la inasistencia alimentaria  
Ahora bien, resulta necesario analizar la jurisprudencia que se ha proferido en torno 
al delito de inasistencia alimentaria, para lo cual es pertinente estudiar los fallos que la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha emitido respecto al tema.  
En concordancia con los argumentos en contra del delito de inasistencia alimentaria 
que se trajeron a colación en el anterior capítulo, es necesario vislumbrar cómo en la práctica 
la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal ha dado tratamiento al tema. En 
Sentencia de Radicado 49712, se estudia sí la privación de la libertad del padre de unos 
menores de 10 y 11 años, cumple el fin objetivo de la protección de los derechos de los 
menores, precisamente de los enunciados en la Ley 1098 de 2006, derecho a la vida y a la 
calidad de vida y un ambiente sano (Artículo 17); derecho a la familia (Artículo 22), custodia 
y cuidado personal (Artículo 23) y derecho a los alimentos (Artículo 24), con el objeto de 
analizar la aplicación de la figura de suspensión de ejecución de la pena para el responsable.  
Para este efecto, la Corte realiza un análisis y llega a la conclusión de que el no 
conceder la suspensión de su ejecución imposibilita el cumplimiento de la obligación 
alimentaria para con sus hijos, lo cual transgrede disposiciones internacionales que pretenden 
su protección. Por lo que conceden una solución, en este caso, un subrogado que tiene como 
fin satisfacer tanto el interés superior de los menores y  
la necesaria reparación de los perjuicios ocasionados porque a la vez que no 
aleja al penado de su fuente de ingresos, posibilitándole continuar con 
el cumplimiento de la obligación alimentaria, y no se convierte en un 
obstáculo para que mantenga comunicación con sus hijos menores 
(Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Rad. 49712).  
Si bien es cierto, el delito de inasistencia alimentaria que se encuentra tipificado en el 
Código Penal tiene un ingrediente normativo, en este caso la expresión de “sin justa causa” 
cobra gran importancia para incurrir en este tipo penal, que ha generado gran controversia al 
no expresarse en la norma cuáles causas son justificadas. Al respecto ha indicado la Corte 
(2006) que:  
Es de destacar que la expresión “sin justa causa”, es considerada por un sector 
de la doctrina como un elemento superfluo, producto de una falta de 
técnica legislativa, que en nada modifica la descripción de la conducta, 
pues se refiere a la misma exigencia de la antijuridicidad, en tanto que 
para otros autores, es un elemento normativo del tipo que permite al 
juez eximir de responsabilidad a quien incurra en la conducta de 
inasistencia alimentaria con fundamento en causales legales o 
extralegales, distintas a las de justificación previstas en el artículo 29 
del Código Penal, y que impiden al obligado la satisfacción de su 
compromiso, a pesar de su voluntad (Corte Suprema de Justicia, Sala 
Penal, Rad. 21161).  
Uno de los ejemplos de la expresión sin justa causa, es la que precisamente se 
enunciaba anteriormente, y es la incapacidad económica del obligado para suministrar 
alimentos a quien lo requiere, lo cual puede traducirse en falta de bienes y/o falta de trabajo. 
Sin embargo, debe analizarse cada uno de los casos concretos, pues en ocasiones el delito de 
inasistencia alimentaria no se configura cuando no se acredita que el enjuiciado contaba con 
las condiciones económicas suficientes para cumplir el deber de solidaridad con sus hijos 
(Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Rad. 54593).  
En el mismo sentido, debe de colocarse de presente la sentencia de la Corte Suprema 
de Justicia, Sala Penal, Rad. 51530, la cual puede considerarse un precedente en la materia, 
pues  contempla una situación en la que entre padre e hijo mayor de edad, realizaron una 
conciliación extrajudicial con el objeto de pactar alimentos relacionados con el pago de la 
matrícula universitaria y su estadía en la Universidad de Pamplona, sin embargo, este último 
decidió estudiar en la Universidad de Manizales, y al solicitar nuevamente apoyo a su padre, 
el alimentante se negó en razón a que inicialmente se había obligado a costear los estudios 
en un lugar específico, y que lo que le estaba solicitando su hijo se encontraba fuera del 
acuerdo inicial, lo cual permite justificar su comportamiento y excluirlo de responsabilidad 
penal.  
La Sala de Casación Penal, al realizar el análisis de tipicidad  del delito de inasistencia 
alimentaria, precisamente en lo relacionado a la existencia de un error de tipo, con el objeto 
de verificar sí debido a que en la conciliación no se había pactado expresamente que su hijo 
dejará de estudiar en dicha ciudad terminaba la obligación del padre, pero si se estableció el 
apoyo permanente mientras que estudiará en esa ciudad, situación que llevó al acusado a 
creer que no estaba obligado si los términos de la conciliación cambiaban. Al respecto indico 
la Alta Corte (2019) que:  
No se trata de estimar si la obligación alimentaria subsiste mientras el hijo no 
pueda financiarse su proyecto de vida por sí mismo, o de establecer sí 
la obligación entre adultos surge de la ley, como también lo entendió 
el Tribunal, porque acá no se analiza el injusto civil, sino de establecer, 
desde el punto de vista penal, si el acusado obró con la convicción que 
le estaba permitido no hacerlo ante el incumplimiento de los 
compromisos por parte de su hijo. Por lo tanto, al incurrir en ese tipo 
de error, la conducta de inasistencia alimentaria que le fue imputada es 
atípica (Corte Suprema de Justicia, Rad. 51530). 
Finalmente, decidió absolver al condenado basándose en los argumentos anteriores, 
lo cual reafirma que la expresión de “sin justa causa” genera una gran controversia en lo 
relacionado con el delito de inasistencia alimentaria, pues en este caso por el hecho de existir 
un incumplimiento en el acuerdo conciliatorio por parte del hijo, el alimentante no incurre en 
el tipo penal. Sin embargo, resulta atentar contra derechos fundamentales del hijo, como el 
libre desarrollo de la personalidad al decidir dónde realizar los estudios de su carrera 
profesional, siendo un fallo completamente adverso al derecho a la familia, a la ayuda mutua 
y al deber de solidaridad que tienen los padres e hijos recíprocamente, pues lo está 
exonerando de la responsabilidad de dar alimentos la cual es inherente por el solo hecho 
notorio de ser su hijo.  
Con lo anterior, es importante identificar que el delito de inasistencia alimentaria 
cuenta con algunas falencias dentro del Derecho Penal, más que todo cuando los sujetos 
pasivos son niños, niñas y adolescentes que cuentan con una amplia orbita de protección de 
sus derechos, y sí lo que pretende protegerse es el suministro de alimentos, pero el 
alimentante se encuentra privado de la libertad, resultaría casi imposible garantizar que se 
cumpla con la obligación alimentaria.  
Por lo que debería realizarse una modificación al ordenamiento jurídico con el objeto 
de hacer efectivos los derechos fundamentales de quienes son acreedores de la obligación 
alimentaria, con la finalidad que sea completamente eficiente su cumplimiento; de esta 
manera se plantea una propuesta que puede facilitar lo dicho con antelación la cual se 
analizará en el próximo capítulo.  
5. La eficiencia de la conciliación en el delito de inasistencia 
alimentaria  
Una vez estudiada la conciliación, como un mecanismo alternativo de resolución de 
conflictos la cual es utilizada en varias ramas del Derecho, es pertinente analizar sí 
efectivamente puede ser utilizada en el delito de inasistencia alimentaria, para evitar que el 
alimentante sea privado de su libertad y pueda cumplir con las disposiciones acordadas 
mediante conciliación.  
Sin embargo, es pertinente colocar de presente algunas críticas que se han expuesto 
en torno a la instrumentación de la conciliación en este tipo penal; la primera crítica a saber 
es que no brinda las garantías que la víctima necesita porque  
(i) Busca archivar la investigación indicando bajo qué 
condiciones se realizará el pago de la obligación, pero sin referirse a 
los perjuicios que ocasionaron la denuncia; 
(ii) Pese a que se acuerda cumplir con la obligación 
alimentaria, en muchos casos el obligado reincide en el 
incumplimiento; 
(iii) Se suscitan inconvenientes cuando la víctima pretende 
el cumplimiento de la cuota alimentaria por falta de una obligación 
clara, expresa y exigible en el acta suscrita (Ahumada, 2011, p.30).  
En el mismo sentido, se crítica que en un proceso de conciliación para este delito, no 
le sería posible al tercero que funge como conciliador, determinar como sucede en el proceso 
judicial, la capacidad económica del alimentante, y también se estaría afectando de manera 
inminente su presunción de inocencia, pues el solo hecho de llamarlo a conciliación, parte 
del supuesto que tiene responsabilidad por el incumplimiento de la obligación alimentaria, 
que resulta ser un aspecto el cual el conciliador no podría determinar al no tener las calidades 
jurisdiccionales requeridas para emitir una decisión vinculante.  
Lo que se busca con esta propuesta, es recobrar la posibilidad de acceder al 
mecanismo de conciliación justo antes de iniciar un proceso penal ante la respectiva 
jurisdicción, no se busca extinguir la acción penal en caso de que se realice y esta fracase, lo 
que se pretende es el cumplimiento eficiente de la obligación alimentaria que es lo que se 
persigue con el delito; es decir, que la pena privativa de la libertad sea la última opción y que 
el alimentante pueda gozar de una fuente de ingresos que le permita cumplir con dar 
alimentos, verbigracia, que pueda emplearse o prestar sus servicios como trabajador 
independiente, pues su estancia en la cárcel conlleva a que el acreedor de la obligación 
alimentaria, no perciba ningún rubro económico y que el hacinamiento carcelario sea mucho 
más alto.  
Aunque bien uno de los fines de la pena es la prevención especial, que busca la no 
reincidencia por parte del sujeto activo de la conducta típica, antijurídica y culpable, también 
debe tenerse en cuenta que se busca la restauración del perjuicio causado a la víctima, en este 
caso, le funcionaría más al alimentado percibir su cuota de alimentos, a que su alimentante 
se encuentre privado de la libertad; y por ejemplo, en el caso de niños, niñas y adolescentes, 
el obligado además de asegurar el pago de alimentos, puede asegurar otros derechos como la 
familia, la custodia y las visitas que de estar en un centro penitenciario no podría realizar.  
Al analizar los requisitos que exige el artículo 41 de la Ley 906 de 2004, para que 
proceda la conciliación como mecanismo alternativo de solución de conflictos en Derecho 
Penal, indica que será para aquellos delitos que admitan desistimiento o indemnización 
integral, es decir, en concordancia con el artículo 76 de la misma norma, son aquellas 
conductas que el querellante podrá manifestar verbalmente o por escrito su deseo no 
continuar con la acción penal, y con respecto a la indemnización integral, que hace referencia 
a que la víctima acepte el resarcimiento del perjuicio ocasionado con el pago de una suma de 
dinero; adicionalmente, la Corte Constitucional ha indicado que son aquellos delitos en los 
que el sujeto pasivo es el que determina sí dispone o no de la acción penal.  
En términos generales, y tal como se evidenció en la práctica, a partir de la 
jurisprudencia emitida por la Corte Suprema de Justicia, puede evidenciarse que el delito de 
inasistencia alimentaria podría volver a ser catalogado como querellable, puesto que el 
alimentado puede desistir de la acción en los términos del artículo 76, ya sea en nombre 
propio, o por representación en casos de menores de edad, y admite la reparación integral, 
con el pago de una suma de dinero, que en este caso se haría referencia a las cuotas de 
alimentos que no fueron pagadas por el obligado, y a los perjuicios causados por la omisión 
del cumplimiento de esta obligación.   
Conclusiones 
En el ordenamiento jurídico colombiano se contemplan herramientas que coadyuvan 
a la solución de conflictos con el objeto de reducir la congestión en los despachos judiciales, 
se denominan como mecanismos alternativos de resolución de conflictos – MASC y se 
clasifican en autocompositivos, que son aquellos en los que se requiere la presencia de un 
tercero que ayude a moderar las pretensiones presentadas por las partes, y los 
heterocompositivos en la que un tercero interviene como una especie de juez, y su decisión 
es vinculante.  
Entre los MASC autocompositivos se clasifica la conciliación como un mecanismo 
en el que se requiere la presencia de una persona (conciliador) que ayude a identificar las 
contingencias que presentan las partes, y propone una solución que permita llegar a un 
acuerdo el cual se consigna en un acta de presta mérito ejecutivo y posteriormente, puede 
ejecutarse ante la jurisdicción. En general, la conciliación se presenta en todas las áreas del 
derecho como una opción para resolver anticipadamente un conflicto, por lo que puede ser 
extrajudicial, que es antes de que se inicie el litigio, o judicial, que se realiza en una etapa 
específica del proceso y si llega a prosperar, le da fin al mismo. 
La conciliación en materia penal está consagrada en la Ley 906 de 2004, y es 
admisible para los delitos contemplados en el artículo 74, sin embargo, deben cumplir dos 
condiciones, una de ellas es que admitan desistimiento, y la otra tiene que ver con la 
procedencia de la indemnización de perjuicios. Dentro de la ley penal se puede vislumbrar la 
instrumentación de la conciliación como un mecanismo que le coloca fin a la acción penal, 
uno de ellos es el incidente de reparación integral, en el que el sujeto activo y el sujeto pasivo, 
acuerdan una suma de dinero para resarcir los daños causados, aplicando la teoría de la 
justicia restaurativa por el injusto cometido. En el mismo sentido, se encuentra en este 
compendio la mediación como un mecanismo en el que un experto en negociación, dialoga 
con las partes, identifica las expectativas de cada uno y los persuade para que lleguen a un 
acuerdo y eviten llegar a un proceso judicial. 
El delito de inasistencia alimentaria, tiene como fin la protección del bien jurídico de 
la familia que está consagrado dentro de la Constitución Política de 1991 como una garantía 
de carácter fundamental, que también ha sido protegido a nivel mundial e interamericano por 
varias disposiciones internacionales. El sujeto pasivo de la conducta puede ser el hijo/a, 
padre/madre, cónyuge/compañero permanente, y su propósito fundamental es el pago de la 
cuota alimentaria por parte del que se encuentra obligado a dar alimentos.  
La conducta típica, antijurídica y culpable tiene específicamente un ingrediente 
normativo que ha causado una variación en diferentes ocasiones, y hace referencia a la 
expresión de “sin justa causa”, es decir, que es necesario que el incumplimiento de la 
obligación alimentaria sea injustificada para que el delito pueda configurarse. Al revisar la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, es posible observar que su 
interpretación depende del caso concreto, y que pueden configurarse errores de tipo que 
permitan la exclusión de la tipicidad en el delito, y por ende, exonere de responsabilidad 
penal al investigado.  
La jurisprudencia también ha indicado que el delito de inasistencia alimentaria, al 
privar de la libertad al sujeto que incumple con su obligación alimentaria, no cumple con lo 
que se pretende buscar, que es el pago de las cuotas mensuales de alimentos, pues impiden 
que el sujeto activo de la conducta pueda obtener una fuente de ingresos y por lo tanto, 
cumplir con este mandato; pues a la víctima le conviene que el alimentante le transfiera una 
suma de dinero, a que se encuentre recluido en un centro penitenciario en el que se priva de 
su libertad y de percibir un rubro específico.  
Anteriormente, el delito de inasistencia alimentaria resultaba conciliable, sin 
embargo, esto fue modificado con la Ley 1542 de 2012 que sustrajo el carácter de querellable 
al mismo, para propender por la protección del interés superior del menor, que dentro de un 
Estado Social de Derecho puede considerarse como un fin que el mismo Estado debe cumplir, 
así como sus ciudadanos.  
Para dar respuesta a la pregunta de investigación acá planteada, la cual hace referencia 
a los elementos del delito de inasistencia alimentaria para que vuelva a ser querellable y por 
lo tanto conciliable, se encuentra en las dos condiciones que la normatividad procesal penal 
indica, por un lado, que admita desistimiento, el cual puede realizarse por el alimentado, o 
por su representante en caso de que se tratará de un menor de edad; y por otro lado, que el 
delito admita una reparación de perjuicios, lo que al parecer de este suscrito, se cumple a 
cabalidad, pues el alimentado podría resarcir los daños causados pagando el daño emergente 
y el lucro cesante por la omisión a su deber y la desprotección causada a su familia. Tan es 
así que la jurisprudencia analizada en el acápite cuarto, permitió la suspensión de la ejecución 
de la pena a un hombre que había sido condenado para concederle un subrogado, el cual 
estipulaba que era indispensable el pago de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes 
para sus hijos, lo cual podría cumplirse teniendo temporalmente su libertad y permitiéndole 
emplearse o ser un trabajador independiente.  
En estos términos, podría indicarse que la conciliación es un mecanismo efectivo para 
el delito de inasistencia alimentaria, por un lado, al negociar en una etapa previa al inicio del 
proceso penal el cumplimiento de la obligación adquirida por tener una relación de 
consanguinidad o civil, también permite la reducción del hacinamiento carcelario, y cumple 
uno de los fines de la pena que es restaurar el daño causado, porque la libertad del alimentante 
le permite obtener una fuente de ingresos que permitiría la protección del bien jurídico de la 
familia, y en caso de que se tratará de un menor de edad, el interés superior de los niños, 
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